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Radicación Nro.

66001-31-05-003-2013-00673-01

Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Rodrigo Antonio Herrera Toro  

Demandado:


Colpensiones

Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            
Juzgado Tercero Laboral del Circuito

Tema:
TRASLADO DEL REGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL AL REGIMEN DE PRIMA MEDIA EN EL CASO DE BENEFICIARIOS DEL REGIMEN DE TRANSICION. Señaló la Corte Constitucional en la sentencia SU130 de 13 de marzo de 2013 con ponencia del Magistrado Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, que “… únicamente los afiliados con quince (15) años o más de servicios cotizados a 1° de abril de 1994, fecha en la cual entró en vigencia el SGP, pueden trasladarse “en cualquier tiempo” del régimen de ahorro individual con solidaridad al régimen de prima media con prestación definida, conservando los beneficios del régimen de transición. Para tal efecto, deberán trasladar a él la totalidad del ahorro depositado en la respectiva cuenta individual, el cual no podrá ser inferior al monto total del aporte legal correspondiente en caso de que hubieren permanecido en el régimen de prima media. De no ser posible tal equivalencia, conforme quedó definido en la Sentencia C-062 de 2010, el afiliado tiene la opción de aportar el dinero que haga falta para cumplir con dicha exigencia, lo cual debe hacer dentro de un plazo razonable.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, siete de octubre de dos mil quince, siendo las nueve y treinta minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte actora e igualmente el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 19 de septiembre de 2014, dentro del proceso que promueve 
el señor RODRIGO ANTONIO HERRERA TORO en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES y al cual fue vinculada como litisconsorte necesario la AFP PROTECCION S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2013-00673-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Rodrigo Antonio Herrera Toro que la justicia laboral declare que debe ser trasladado al régimen de prima media con prestación definida y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la pensión de vejez por reunir los requisitos establecidos en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y el Acuerdo 049 de 1990, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
Fundamenta sus pretensiones en que es beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, pues al haber nacido el 27 de abril de 1951, contaba con 42 años de edad a 1º de abril de 1994 y porque para esa misma calenda tenía cotizadas más de 750 semanas al Sistema General de Pensiones; sostiene que a pesar de estar afiliado al RAIS por medio de la AFP Protección S.A., tiene derecho a que se ordene su traslado al RPM por cumplir con los requisitos señalados en la sentencia C-789 de 2002; informa que presentó derecho de petición con ese fin a Protección S.A., quien le contestó que la solicitud de traslado la debía radicar en Colpensiones, motivo por el que elevó la mencionada solicitud ante la Administradora Colombiana de Pensiones, quien hasta la presentación de la demanda no ha dado respuesta alguna al respecto. Finalmente esgrime que en su historia laboral no se han tenido en cuenta algunos periodos cotizados, que deben ser sumados a las 781,44 semanas que aparecen reportadas.
Al contestar la demanda –fls.53 a 56- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó el hecho relacionado con la fecha de nacimiento del actor y frente a los demás dijo no constarle o no ser ciertos. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito que denominó “inexistencia de la obligación” y “Prescripción”.

Una vez vinculada al proceso en calidad de litisconsorte necesario, la AFP Protección S.A. procedió a contestar la demanda –fls.75 a 83- aceptando los hechos referentes a la fecha de nacimiento del demandante, su afiliación al RAIS por medio de Protección S.A. y la solicitud de traslado al RPM; respecto a los demás hechos afirmó que no eran ciertos o que no le constaban. En cuanto a las pretensiones dijo que las mismas no iban encaminadas en contra de la sociedad y que en caso de que se le solicitara el reconocimiento de la pensión de vejez, no habría lugar a acceder a ella, por cuanto el demandante no cuenta con al capital mínimo requerido. Propuso las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación demandada por inexistencia de causa jurídica”, “Hecho de un tercero Colpensiones dado que esta es la entidad que debe aceptar el traslado”, “Pleno conocimiento de la accionante sobre las consecuencias que le acarreaba el traslado”, “Prescripción”, “Saneamiento del vicio del consentimiento por efecto de la prescripción ordinaria de la nulidad relativa”, “Buena fe” y “Genéricas”.
En sentencia de 19 de septiembre de 2014, la funcionaria de primer grado estableció que el demandante cumple con los requisitos establecidos en las sentencias C-789 de 2002, 1094 de 2003 y SU-063 de 2010, motivo por el que ordenó a la Administradora Colombiana de Pensiones autorizar el traslado del señor Rodrigo Antonio Herrera Toro del RAIS al RPM. Por ese motivo, ordenó a Colpensiones que realice el cálculo actuarial proporcional al tiempo cotizado por el demandante y que en caso de que el mismo arroje una suma superior a los aportes realizados por él al RAIS, se requiera al demandante con el fin de que manifiesta su voluntad de cancelar la diferencia causada.

Señaló la a quo que una vez consolidado el trámite del traslado, le corresponderá a la Administradora Colombiana de Pensiones reconocer la pensión de vejez a favor del señor Rodrigo Antonio Herrera Toro, por ser beneficiario de régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y por acreditar los requisitos previstos en el Acuerdo 049 de 1990. Le ordenó a esa entidad que la prestación económica la debe reconocer teniendo en cuenta un total de 1138,85 semanas cotizadas y liquidando el IBL con base en el artículo 21 de la Ley 100 de 1993, al cual deberá aplicarle una tasa de reemplazo del 81%.

Frente a los intereses moratorios, determinó que no hay lugar a condenar a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocerlos y pagarlos, puesto que al no encontrase el demandante afiliado al RPM le resultaba imposible reconocer la pensión de vejez. Igualmente exoneró a las entidades demandadas de las costas procesales, por cuanto era responsabilidad del actor acreditar el tiempo de servicios que le hacía falta para que se permitiera su traslado de régimen, situación que solo aconteció en este proceso.
Inconforme parcialmente con la decisión, el señor Rodrigo Antonio Herrera Toro interpuso recurso de apelación solicitando que se condene en costas en primera instancia a las entidades demandadas, por cuanto en sede administrativa contando con la información de la totalidad de los servicios prestados por él, no realizaron el traslado de régimen al que tenía derecho, por lo que para acceder a esa petición se tuvo que iniciar una nueva acción ordinaria laboral que hizo poner en marcha el aparato judicial.
En consideración a que la Administradora Colombiana de Pensiones resultó condenada en el presente asunto, se dispuso también el grado jurisdiccional de consulta.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Tiene derecho el señor Rodrigo Antonio Herrera Toro a que se autorice su traslado al régimen de prima media con prestación definida administrado por Colpensiones?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Se ha consolidado el traslado del accionante del RAIS al RPM?

¿Cuál es el régimen que le es aplicable?

¿Hay elementos suficientes de juicio en este proceso, para definir si el accionante tiene derecho o no a la pensión de vejez que reclama?

¿Habría lugar a condenar a las entidades demandadas en costas en primera instancia?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1. TRASLADO DEL REGIMEN DE AHORRO INDIVIDUAL AL REGIMEN DE PRIMA MEDIA EN EL CASO DE BENEFICIARIOS DEL REGIMEN DE TRANSICION.

Señaló la Corte Constitucional en la sentencia SU130 de 13 de marzo de 2013 con ponencia del Magistrado Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, que “… únicamente los afiliados con quince (15) años o más de servicios cotizados a 1° de abril de 1994, fecha en la cual entró en vigencia el SGP, pueden trasladarse “en cualquier tiempo” del régimen de ahorro individual con solidaridad al régimen de prima media con prestación definida, conservando los beneficios del régimen de transición. Para tal efecto, deberán trasladar a él la totalidad del ahorro depositado en la respectiva cuenta individual, el cual no podrá ser inferior al monto total del aporte legal correspondiente en caso de que hubieren permanecido en el régimen de prima media. De no ser posible tal equivalencia, conforme quedó definido en la Sentencia C-062 de 2010, el afiliado tiene la opción de aportar el dinero que haga falta para cumplir con dicha exigencia, lo cual debe hacer dentro de un plazo razonable.”.

2. VALOR PROBATORIO DE LAS HISTORIAS LABORALES EMANADAS DE COLPENSIONES. 

De conformidad con el artículo 258 del C.P.C., la prueba que resulte de los documentos públicos y privados es indivisible y comprende aun lo meramente enunciativo siempre que tenga relación directa con lo dispositivo del acto o contrato. Así las cosas, cuando la Administradora Colombiana de Pensiones, expide una copia sin dejar expresa constancia de que ella es válida para prestaciones económicas, tal precisión no puede ser omitida al momento de hacer la valoración probatoria que corresponda.
En tales eventos, el documento aportado, no es que no tenga valor probatorio frente a la historia laboral expedida por Colpensiones con la indicación de ser válida para el reconocimiento de prestaciones, sino que para oponerse con peso, a ésta, requiere de la presencia de otras pruebas, pues, tal como se infiere del citado artículo 258 del C.P.C., no es posible sustraerse a ese carácter informativo no válido para prestaciones, que precisamente lo que hace, es dejar constancia, desde su expedición, de que el contenido del documento es susceptible de modificación, si verificaciones posteriores así lo ameritan.

EL CASO CONCRETO

En esta instancia no se encuentra en discusión: i) Que el señor Rodrigo Antonio Herrera Toro nació el 27 de abril de 1951, pues tal situación fue aceptada por Colpensiones y por la AFP Protección S.A. en las contestaciones a la demanda –fls.53 a 56 y 75 a 83-, ii) Que estando el accionante afiliado al RPM decidió trasladarse al RAIS el 15 de octubre de 1999, como se observa en la solicitud de vinculación emitida por Protección S.A. visible a folio 84 del expediente y iii) Que en la actualidad el demandante aún se encuentra afiliado al RAIS, no solo porque así lo afirma en la demanda, sino también porque la AFP accionada así lo confirma en la contestación de la demanda –fls.75 a 83-.
Ahora bien, sostiene el señor Herrera Toro en la demanda –fls.2 a 10- que cumple con los requisitos necesarios para que se autorice su traslado del RAIS al RPM, pues según él a 1º de abril de 1994 tiene acreditados más de 15 años de servicios.
Al revisar la historia laboral válida para prestaciones económicas –fl.57- y el certificado de información laboral emitido por el Ministerio de Defensa Nacional –fl.39-, se encuentra que el accionante para el 1º de abril de 1994 había prestado sus servicios por un lapso equivalente a 860,99 semanas, mismas que corresponde a 16,74 años de servicios; por lo que en los términos de la sentencia SU130 de 13 de marzo de 2013 tiene derecho a que se autorice su traslado del RAIS al RPM, conservando los beneficios del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 hasta el año 2014.
Lo anterior no significa que el mencionado traslado se haya consolidado, pues hasta el momento el señor Rodrigo Antonio Herrera Toro aún se encuentra válidamente afiliado al RAIS por medio de la AFP Protección S.A., motivo por el que le corresponderá a esta entidad trasladar la totalidad del ahorro efectuado en la cuenta individual, sin que dicho valor pueda ser inferior al que hubiese tenido que realizar de haberse mantenido en el RPM; razón por la que la Administradora Colombiana de Pensiones deberá efectuar el cálculo actuarial correspondiente al tiempo cotizado por el actor en el RAIS para determinar cuál es el monto que deberá trasladarse a Colpensiones y en caso de que el saldo que se encuentre en la cuenta de ahorro individual sea inferior, se deberá requerir al accionante para que en un término razonable decida si asume la diferencia, para que de esta manera se consolide su traslado al RPM, en los términos de la sentencia SU130 de 13 de marzo de 2013; tal y como lo señaló la funcionaria de primer grado.
Como beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, el accionante podrá  acceder a la pensión de vejez cumpliendo los requisitos establecidos en el Acuerdo 049 de 1990 o en la Ley 71 de 1988, dado que para la fecha en que empezó a regir el Sistema General de Pensiones, él había prestado sus servicios tanto en el sector público como en el sector privado.

En este punto de la providencia, resulta oportuno precisar que en este proceso no es posible determinar si el señor Rodrigo Antonio Herrera Toro cumple con los requisitos mínimos para reconocerle la pensión de vejez, debido a que no se cuenta con la información suficiente para ello, como a continuación pasa a explicarse:

1. Si bien el Juzgado Tercero Laboral del Circuito dio por acreditadas un total de 1138.85 semanas cotizadas por el actor en toda su vida laboral, la verdad es que tal conclusión resulta equivocada, pues si bien en el hecho decimotercero de la demanda –fls.2 a 10- el accionante sostiene que hizo aportes en el RAIS correspondientes a 287,71 semanas, la verdad es que el “Reporte de estado de cuenta del afiliado detallado” –fls.25 a 36- que arrimó al proceso para dar fe de ello, no es un documento al cual pueda dársele el valor pretendido por él, pues el mismo no contiene firma o algún signo de individualidad que señale su origen, máxime cuando el número de semanas reportadas en él es de 279,29, mismas que no coinciden con las señaladas en el libelo introductorio.
2. En el hecho décimo de la demanda –fls.2 a 10- se asegura que en el periodo comprendido entre el 1º de enero de 1997 y el 28 de febrero de esa misma anualidad no se le han contabilizado la totalidad de las 8.58 semanas que correspondía y que idéntica situación acontece con los ciclos de cotizaciones entre el 1º de octubre de 1999 y el 29 de febrero de 2000; no obstante, para demostrar esa situación anexó copia de la “Relación de novedades Sistema de Autoliquidación de Aportes Mensual – Pensión”, misma que tampoco contiene firma o signo alguno que individualidad que demuestre su origen, motivo por el que le correspondía al accionante acreditar a través de otros medios que en ese tiempo se efectuaron efectivamente esas cotizaciones y de esa manera oponerse con la fuerza probatoria suficiente a la historia laboral válida para prestaciones económicas –fl.57-.
De otro lado, el señor Herrera Toro en la demanda informa que hasta la fecha de presentación de esta acción, aún continuaba haciendo aportes al Sistema General de Pensiones, sin que en el plenario obre prueba alguna que demuestre cuando cesaron las cotizaciones, para de esta manera efectuar el estudio adecuado en orden a determinar, en caso de tener derecho a la prestación, a partir de cuándo podría empezar a disfrutarla y cuál sería el monto de la misma.
Por las razones expuestas, se ordenará a la Administradora Colombiana de Pensiones, que una vez se consolide el traslado del señor Herrera Toro al RPM, proceda a estudiar si reúne los requisitos exigidos, bien sea en el Acuerdo 049 de 1990 o en la Ley 71 de 1988, para acceder a la pensión de vejez; y para ello deberá tener en cuenta la totalidad de semanas cotizadas por el actor en toda su vida laboral, incluido el tiempo que le reporte la AFP Protección S.A.
Finalmente en lo que concierne a las costas procesales de primera instancia, considera la Sala que hay lugar a condenar a la Administradora Colombiana de Pensiones por ese concepto, debido a que el 13 de agosto de 2013 el señor Rodrigo Antonio Herrera Toro, como se ve a folio 17 del expediente, elevó solicitud de traslado del RAIS al RPM y teniendo en sus manos la información suficiente para autorizar el mismo, no dio respuesta a esa solicitud, negándole al accionante en sede administrativa su derecho al traslado, razón por la que le correspondió a él iniciar la presente acción ordinaria laboral; por lo que se condenará a Colpensiones en un 80% por las costas procesales de primer grado.
Por lo expuesto, se modificarán los ordinales séptimo y noveno de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 19 de septiembre de 2014.
Costas en esta instancia no se causaron.

De esta manera queda resuelto el recurso de apelación interpuesto por la parte actora y el grado jurisdiccional de consulta dispuesto a favor de Colpensiones.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales SEPTIMO y NOVENO de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, los cuales quedarán así:

“SEPTIMO. ORDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES que de consolidarse el traslado del señor RODRIGO ANTONIO HERRERA TORO al RPM, proceda a estudiar si reúne los requisitos establecidos en el Acuerdo 049 de 1990 o en la Ley 71 de 1988 para acceder a la pensión de vejez, teniendo en cuenta para ello la totalidad de semanas cotizadas por él en toda su vida laboral, incluyendo el tiempo que le reporte la AFP Protección S.A.
NOVENO. CONDENAR en costas a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES en un 80% de las causadas.”
SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia de 19 de septiembre de 2014.
Costas en esta instancia no se causaron.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

EDNA PATRICIA DUQUE ISAZA

Secretaria
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